
 

**********1 

VS 

OFICIAL DE POLICIA 

ADSCRITO A LA DIRECCIÓN 

GENERAL DE POLICÍA Y 

TRÁNSITO MUNICIPAL DE 

TIJUANA. 

RECURSO DE REVISIÓN 

EXPEDIENTE  185/2020 SS 

 

MAGISTRADO PONENTE:  

GUILLERMO MORENO SADA 

 

Mexical i, Baja Cal ifornia, a treinta y uno de mayo de dos mil  

veinti trés. 

 

Resolución  de recurso de revisión, que confirma  la 

sentencia dictada el  siete de junio de dos mil  veintiuno, por 

la entonces Segunda Sala [actualmente Juzgado 

Segundo]1de este Tribunal, en el  juicio contencioso  

administrativo citado al rubro y…  

 

R E S U L T A N D O:  

 

1. Que por escri to presentado el  día dos de agosto de dos mil  

veintiuno, la autoridad demandada a través de su 

delegado, interpuso recurso de revis ión contra la sentencia 

dictada el  siete de junio de dos mil  veintiuno, por la 

entonces Segunda Sala de este Tr ibunal, en la que se 

declaró la nul idad del acto impugnado.  

 

2. Que mediante acuerdo de la Presidencia de este Tribunal 

de fecha dieciocho de enero de dos mil  veintidós, se 

admitió el  recurso de revis ión aludido en el párrafo 

precedente, ordenándose dar vista a las partes por el  

término de cinco días para que manifestaran lo que a su 

derecho conviniese.  Desahogando la vista, la parte actora 

presentó escrito en fecha veintiuno de abril  de dos mil  

veintidós. 

 

3. Que agotado el  procedimiento establecido en la Ley del 

Tr ibunal, en cumpl imiento con el  acuerdo anteriormente 

descrito, se turnó el  expediente al  Magistrado Ponente, por 

lo que se está en condiciones de dictar la sentencia 

correspondiente de acuerdo a los siguientes… 

C O N S I D E R A N D O S  

 

                                                           
1En sesión de fecha veintiuno de junio de dos mil veintiuno, el Pleno de este Tribunal tomó -entre 
otros- el siguiente punto de acuerdo: “La denominación de los órganos de primera instancia, con 
excepción de la Sala Especializada, que correspondían a Primera Sala, Segunda Sala, Tercera Sala y 
Sala Auxiliar, que deberá aplicar a partir de la entrada en vigor de la Ley del Tribunal publicada en el 
Periódico Oficial del Estado el dieciocho de junio de dos mil veintiuno, es la de Juzgado Primero con 
residencia en la ciudad de Mexicali, Juzgado Segundo con residencia en la ciudad de Tijuana, Juzgado 
Tercero con residencia en la ciudad de Ensenada y Juzgado Auxiliar con residencia en la ciudad de 
Tijuana, respectivamente y, en ese sentido, las referencias que en la normatividad y documentación 
correspondiente, tales como los diversos Acuerdos y Nombramientos emitidos por este Pleno, se haga 
de las aludidas Salas, deberá entenderse hecha a los Juzgados antes precisados.” 



 

PRIMERO.- Competencia.-  

 

4. El  Pleno del Tribunal Estatal  de Justicia Administrativa de 

Baja Cal ifornia es competente para conocer el  recurso de 

referencia, en términos de lo dispuesto en los artículos 17, 

fracción I I , y 94, fracción IV, de la Ley del Tribunal Estatal  de 

Justicia Administrativa del Estado de Baja Cal ifornia (Ley del 

Tr ibunal), apl icable en la especie de conformidad con lo 

dispuesto en el  artículo transitorio tercero de la  Ley del 

Tr ibunal Estatal  de Justicia Administrativa de Baja Cal ifornia.  

 

5. SEGUNDO.- Glosario.- A fin de facil itar la lectura de esta 

resolución, se usarán las siguientes definiciones 

estipulativas:  

 

Ley del Tribunal Ley del Tribunal Estatal de Justicia 

Administrativa del Estado de Baja 

California. 

Reglamento de tránsito Reglamento de Tránsito y Control 

Vehicular del Municipio de Tijuana 

Baja California. 

Oficial  Oficial adscrito a la Dirección 

General de Policía del 

Ayuntamiento de Tijuana Baja 

California. 

 

TERCERO.- Antecedentes del caso.  

 

6. Para una mejor comprensión del asunto conviene precisar lo 

siguiente: 

 

7. El  acto impugnado en el  presente juicio consistió en la 

boleta de infracción **********2 emitida en fecha 

diecinueve de enero de dos mil  veinte, por el  Oficial 

adscri to a la Dirección General de Pol icía y Tránsito del 

Ayuntamiento de Ti juana, Baja Cal ifornia, en la que se 

atr ibuyó a la actora: “conducir vehículo de motor en  estado 

de ebriedad incompleta detectado en fi l tro de 

alcoholímetro .” 

 

8. La Sala de conocimiento declaró la nul idad de la boleta de 

infracción combatida, por considerar que al  momento de 

elaborarse la boleta impugnada, la autoridad demandada 

no fundamento su competencia terr itorial  y material , una 

fundamentación incompleta del acto combatido, falta de 

motivación del acto impugnado, así  como por considerar 

que la el  procedimiento no se desarrol ló conforme a lo 

señalado por los artículos 102 Bis, 102 Ter y 102 Quater del 

Reglamento de Tránsito, por lo que consideró se actual izan 

las causales de nul idad previstas por las fracciones I I  y IV 

del artículo 83 de la Ley del Tribunal.  



 

 

9. Inconformes con la anterior determinación, las autoridades 

demandadas formularon los  agravios que en el  presente 

fal lo serán materia de anál isis y resolución.  

 

10. CUARTO.- Estudio de la caducidad.  Siendo que la parte actora 

en su escrito de fecha veintiuno de abril de dos mil veintidós, solicito la 

declaración de la caducidad de la instancia, y que el estudio de la 

misma es considerado de orden público, se procede al estudio de los 

argumentos esbozados, previo al análisis de los agravios contenidos 

en el recurso que se atiende.  

 

11. Es así que, plantea la actora que ha operado la caducidad de la 

segunda instancia, al considerar que han transcurrido más de seis 

meses desde la presentación del recurso de revisión presentado por la 

demandada, sin que obren promociones que tiendan a llevar 

adelante su admisión o se cite para su resolución. 

 

12. Se considera infundado el argumento presentado por la parte actora.  

Se explica.  

 

13. El artículo 41 Bis, de la Ley que rige a este Tribunal establece en la 

parte que interesa, lo siguiente:  

 

“ARTÍCULO 41 BIS.- La caducidad de la instancia operará de 

pleno derecho, cualquiera que sea el estado del 

procedimiento, desde la presentación de la demanda hasta 

antes de que se cite a las partes para oír resolución, si 

transcurridos seis meses naturales contados a partir de la 

notificación de la última determinación jurisdiccional, no 

hubiere promoción, de cualquiera de las partes, que tienda a 

llevar adelante el procedimiento, siempre que la promoción sea 

necesaria para la continuación de procedimiento en el juicio o 

en la revisión.  

…” 

 

14. El artículo anteriormente invocado señala que para que opere la 

caducidad, debe haber transcurrido seis meses a partir de la 

notificación de la última determinación jurisdiccional.   

 

15. En el caso que nos ocupa, contrario a lo que señala la parte actora, 

la última determinación jurisdiccional fue precisamente el acuerdo de 

admisión del recurso de revisión, de fecha dieciocho de enero dos mil 

veintidós.  Siendo que la notificación del mismo, se realizó en fecha 

veintiuno de abril de dos mil veintidós. 

 

16. Por lo que, si el escrito donde se invoca la declaración de la 

caducidad fue presentado el día veintiuno de abril de dos mil 

veintidós, es evidente que no han transcurrido los seis meses que se 

exigen para la configuración de la figura jurídica invocada, entre la 

fecha de la notificación y la fecha de la interposición del escrito de la 

parte actora.  De ahí lo infundado de su argumento. 

17. QUINTO.- Agravios. Se tienen por reproducidos en el 

presente considerando los argumentos de agravio hechos 



 

valer por la parte recurrente, sin que sea necesario 

transcribirlos, toda vez que la Ley del Tribunal no establece 

tal  exigencia. Apoya lo anterior, la jur isprudencia 2a./J. 

58/2010 con registro 164618 de la Segunda Sala de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, consul table en la 

página 830 del Semanario Judicial de la Federación y su 

Gaceta correspondiente a mayo de dos mil  diez, tomo XXXI , 

de rubro "CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA 

CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y 

EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES 

INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN”.  

 

18. SEXTO.- Análisis. La recurrente sostiene esencialmente que 

la resolución que se reclama atenta contra las garantías de 

seguridad y legal idad jurídicas, así  como contra los 

principios de congruencia y exhaustividad, contemplados 

en los artículos 14,16 y 17 de la Consti tución Federal, en 

relación con el  artículo 82 de la Ley del Tr ibunal, al  haberse 

excedido la entonces Segunda Sala al  declarar la nul idad 

de la boleta de infracción impugnada, planteando los 

siguientes tres agravios:  

 

19. A) Que la entonces Segunda Sala, admitió la demanda sin 

que se hubiera acreditado el interés jurídico del 

accionante. Lo anterior, con base a lo que dispone el 

artículo 1 del Código de Procedimientos Civiles  para el 

Estado de Baja Cal ifornia, de apl icación supletoria según lo 

dispone el  artículo 30 de la Ley que rige este procedimiento.  

 

20. B) Que la A quo debió declararse incompetente, ya que el  

acto cuestionado no constituye una resolución impugnable 

en el  juicio de nul idad ante este Tr ibunal, al  no actual izarse 

el  supuesto de procedencia previsto en el  artículo 22 de la 

Ley que r ige este Tr ibunal, y  

 

21. C) Que la resolutora resolvió de manera desarticulada del 

contexto de la l itis , al  declarar la nul idad de la bo leta de 

infracción cuestionada, a partir de considerar la negativa 

de la parte actora por cuanto a que no cometió la 

infracción y de que el comprobante de la prueba de 

espirado es nulo en virtud de que carece las formal idades 

previstas por la ley, además de una supuesta fal ta de 

higiene de la pipeta, lo que a su decir le genero 

incertidumbre de que ese resul tado le correspondiente a la 

parte actora.  

 

22. Los agravios identificados como A) y B), resultan 

infundados. Se explica.  

 

23. Con relación a que se admitió el escrito de demanda sin 

que se acreditara el  interés jurídico de la actora, el  artículo 

40, fracción I I , de la Ley del Tribunal, dispone:  

 



 

“ARTICULO 40.- El  juicio ante el Tr ibunal de lo Contencioso 

Administ rativo,  es improcedente contra actos o resolucione s: 

… 

I I .-  Que se hayan consumado de modo i rreparable o que no 

afecten el interés jurídico del demandante,  entendiéndose por 

éste,  la afectación de un derecho subjetivo o la lesión objetiva al 

part icular derivada de un acto administ rativo o por una resoluci ón 

de las autoridades f i scales contrarios a la ley;  

…” 

 

24. En términos del precepto reproducido para la procedencia 

del juicio contencioso administrativo es necesario que el 

acto contra el  que se promueva afecte el  interés jurídico, es 

decir, que afecte un derecho subjetivo o genere una lesión 

objetiva al  particular.  

 

25. En la especie, como ya se dijo, el  acto impugnado consistió 

en la boleta de infracción **********2 del diecinueve de 

enero de dos mil  veinte, emitida por el  Oficial  adscrito a la 

Dirección General  de Pol icía y Tránsito del Municipio de 

Ti juana, Baja Cal ifornia, en la que se atr ibuyó a **********1, 

que es quien promovió el  juicio, por conducir un vehículo de 

motor en estado de ebriedad incompleta detectado en 

fi l tro de alcoholímetro. 

 

26. Siendo la boleta de infracción impugnada un acto 

administrativo definitivo, pues desde el  momento de su 

emisión contiene la voluntad concluyente del Agente de la 

Dirección General de Pol icía y Tránsito Municipal respecto 

los hechos atribuidos y los preceptos considerados 

violentados; autoridad que es precisamente la competente 

para inspeccionar y vigilar el  cumpl imiento del Reglamento 

en cita, así  como para apl icar las sanciones 

correspondientes, en términos del artículo 5 fracción V y 7 

del Reglamento de Tránsito y Control  Vehicular del 

Municipio de Ti juana, de subsecuente inserción.  

 

27. Además, la boleta de infracción impugnada, desde el  

momento de su emisión, conlleva la imposición de una 

sanción económica. 

 

28. Conforme lo anterior, no queda duda de que la  boleta de 

infracción impugnada afecta la esfera jurídica de la parte 

actora, pues en dicho acto la autoridad competente para 

sancionar las infracciones al  Reglamento de Tránsito y 

Control  Vehicular del Municipio de Ti juana, determinó que 

la parte actora violentó diversas disposiciones de dicho 

ordenamiento, lo que conlleva el  pago de las multas 

correspondientes.  

 

29. Así , si el  presente juicio lo promovió **********1, por su propio 

derecho, que es precisamente quien aparece como 



 

responsable directo de las conductas infractoras, 

indudablemente la sola existencia del acto impugnado es 

suficiente para tener por demostrado el  interés jur ídico de 

la parte actora, sin que sea necesario para el lo, como lo 

afirman las autoridades recurrentes, que exh ibiera la 

l icencia de conducir o tarjeta de circulación del vehículo 

con el  que se cometieron las conductas infractoras, pues 

aún en el  supuesto de que no fuera su propietario o 

poseedor, al  ser quien conducía tal  vehículo, es responsable 

de las infracciones cometidas, en términos del artículo 120 

del Reglamento de Tránsito y Control  Vehicular del 

Municipio de Ti juana, de subsecuente inserción.  

 

“ARTÍCULO 120.- Responsabi l idad de las infracciones objetivas. - Es 

responsable de la comisión de infracciones sub jetivas la persona 

que conduzca el vehículo cuyas condiciones estén previ stas por el 

Reglamento como infractoras.  

 

Serán responsables solidarios,  por la comisión de infracciones 

objetivas,  los propietarios de los vehículos con los que se incurra en 

alguna infracción al presente Reglamento.”  

 

30. Sirve también de apoyo lo señalado por la tesis XXI I I .2o.3 A, 

Novena Época, con registro digital  183512, emitida por 

Segundo Tr ibunal Colegiado del Vigésimo Tercer Circuito, y 

publ icada en el  Semanario Judicial  de la Federación y su 

Gaceta, Tomo XVII I , agosto de 2003, página 1768, que a 

continuación se transcribe:  

 

“ INTERÉS JURÍDICO PARA PROMOVER EL JUICIO DE NULIDAD ANTE EL 

TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA. LO TIENE 

LA PERSONA CUYOS DATOS APAREZCAN EN LA BOLETA DE 

INFRACCIÓN QUE SE IMPUGNA .  De conformidad con el art ículo 202, 

fracción I,  del Código Fiscal de la Federación es improcedente el 

juicio de nulidad cuando el acto administ rativo impugnado no 

afecte el interés jur ídico del demandante. Ahora bien, cuando 

dicho acto consi ste en la multa impuesta a t ravés de una "boleta 

de infracción",  por supuesta violación a las leyes de tránsi to 

terrestre,  sin que se precise en el la quién es el obligado al pago de 

la misma y en el  referido documento aparecen tanto los datos del 

conductor del vehículo,  como los de su propietario,  ambos t ienen 

interés jurídico para promover el juicio de nulidad ante el Tr ibunal 

Federal de Just icia Fi scal y Administ rativa, toda vez que se 

encuentran en si tuación de inseguridad jur ídica por no tener la 

certeza de si  están obligados al pago de la multa cada uno de 

el los.” 

 

31. Con relación al planteamiento de que la boleta de 

infracción no es un acto o resolución de carácter definitivo,  

contrario a lo que la recurrente esboza, la boleta de 

infracción impugnada sí  consti tuye un acto administrativo 

definitivo para efectos de la procedencia del juicio 

contencioso administrativo, sin que para tener ese carácter 

sea necesario que contenga cal if icación alguna del Juez 

Municipal. Se expl ica. 

 



 

32. Aun cuando la boleta en cuestión no contiene mención del 

monto de la multa apl icable a la parte actora, desde el 

momento de su emisión contiene la voluntad concluyente 

del Agente de la Dirección General de Pol icía y Tránsito 

Municipal respecto los hechos atribuidos y los preceptos 

considerados violentados; autoridad que es precisamente la 

competente para inspeccionar y vigilar el  cumpl imiento del 

Reglamento en cita, así  como para apl icar las sanciones 

correspondientes, en términos del artículo 7 del Reglamento 

de Tránsito y Control  Vehicular del Municipio de Ti juana, de 

subsecuente inserción.  

 

“ARTÍCULO 7.- Autoridad inspectora. - Corresponde a la Di rección, 

por conducto de sus agentes e inspectores viales,  la inspección y 

vigi lancia del cumplimiento de las di sposiciones del presente 

Reglamento por parte de conductores y peatones, así  como la 

aplicación de las sanciones correspondientes ,  sin perjuicio de los 

recursos que resuelva la autoridad competente. Las mismas 

atribuciones las tendrá el  personal operativo de la Di rección 

Municipal de Transporte.  

 

Los agentes únicamente podrán detener la marcha de un vehículo 

cuando su conductor haya violado de manera f lagrante alguna de 

las di sposiciones del presente Reglamento,  y/o como resul tado de 

las acciones de inspección y veri f icación de los conductores, 

conforme a lo previ sto por el art ículo 102 QUATER del presente 

Reglamento.  

 

En consecuencia,  la sola revi sión de documentos no será motivo 

para detener el  t ránsi to de un vehículo.”  

 

33. Lo anterior se corrobora con lo asentado en la boleta 

impugnada, de subsecuente inserción, que impl ica el 

reconocimiento de que la aludida boleta impone una 

sanción económica que debe pagarse.  

“Con fundamento en los art ículos 116 y 121 del Reglamento de 

Tránsi to y Control Vehicular del Municipio de Ti juana, Baja 

Cali fornia; se establece un plazo no mayor de quince días 

naturales para efectuar el pago de la presente infracción.  

… 

 

PRONTO PAGO: Si  usted acude a cumpli r dentro de un plazo no 

mayor de 15 días naturales,  a part i r de la fecha de elaboración de 

esta boleta,  se le aplicará el cobro mínimo, conforme al tabulador 

de infracciones,  independientemente de interponer su Recurso de 

Inconformidad o solici tar su Consideración Económica, a fin de 

evitar requerimientos por parte de Tesorer ía Municipal.”  

 

34. Además, el  artículo 106 del Reglamento de Tránsito y 

Control  Vehicular del Municipio de Ti juana, que prevé los 

requisi tos que deben contener las boletas de infracción, 

particularmente en su párrafo penúltimo establece que el 

pago de la multa deberá real izarse en la Recaudación 

Municipal o en sus recaudaciones auxil iares, en cualquier 

centro autorizado para este fin, o con el  agente de Tránsito 

que impuso la infracción, en caso de que cuente con el 

equipo electrónico portáti l , lo que evidencia que la boleta 

de infracción, desde el  momento de su emisión, conlleva la 



 

imposición de sanción económica, en términos del diverso 

numeral 116 del mismo ordenamiento, al  prever la 

posibi l idad de que se pague la multa correspondiente en el  

acto de la elaboración de la boleta.  

 

35. Para mayor claridad se reproducen los preceptos antes 

mencionados, en la parte que interesa:  

 

“ARTÍCULO 106.- Boleta de infracción.- Las infracciones se 

harán constar en los formatos impresos y fol iados o a t ravés 

del equipo electrónico portáti l ,  autorizados para tal f in, en 

los tantos que señale la autoridad normativa competente,  las 

cuales deberán contener los s iguientes datos:  

 

I .-  Nombre y domici l io del infractor ; 

I I .  Número y t ipo de l icencia para manejar del infractor,  así 

como la entidad que la expidió;  

I I I .  Placa de matrícula del vehículo, el  uso a que está 

dedicado y entidad o país en que se expidió;  

IV. Actos y hechos consti tut ivos de la infracción,  así co mo el 

lugar,  fecha y hora en que se haya cometido;  

V. Motivación y fundamentación;  

VI. Nombre,  número oficial y f i rma del agente de tránsi to 

que levante el acta de infracción y en su caso número 

económico de la grúa y patrul la.  

 

Es obligación de los agentes,  cumpli r con el procedimiento 

de intervención fi jado el art ículo 105 del presente 

ordenamiento al momento de abordar a un conductor.  

 

El pago de la multa deberá realizarse  en la Recaudación 

Municipal o en sus recaudaciones auxi liares; en cualquier 

centro autori zado para este fin, incluyendo medios 

electrónicos de pago con cargo a tarjetas de crédito o 

débito, o con el agente de Tránsito que impuso la infracción 

en caso de que cuente con el equipo electrónico portáti l .   

 

Los recordatorios que envíe a domici lio la Tesorer ía 

Municipal,  relativo al pago de multas,  deberán contener los 

datos que permitan identi f icar plenamente la infracción.”  

 

“ARTÍCULO 116.- Sanciones a las infracciones subjetivas. - Las 

infracciones subjetivas serán sancionadas, de acuer do con la 

falta cometida, con el pago de multa correspondiente al 

importe del tabulador  y a cri terio del Juez o de la Jueza 

Municipal,  de una a cinco veces el valor diario de la Unidad 

de Medida y Actuali zación t ratándose de infracciones leves, 

de sei s a diez para las infracciones medias y de once a 

quince veces,  para las infracciones graves.  

 

El pago de las multas impuestas como sanción por la 

comisión de infracciones subjetivas deberá efectuarse  en la 

Tesorer ía Municipal o en sus Recaudaciones auxi l iares  en 

cualquier centro autori zado para este fin,  incluyendo medios 

electrónicos de pago con cargo a tarjetas de crédito o 

débito, o con el agente de Tránsito que impuso la infracción 

en caso de que cuente con el equipo electrónico portáti l .   

 

En el caso de vehículos con placas extranjeras o de otro 

Estado de la República,  el pago de la multa impuesta como 

sanción por la comisión de la infracción subjetiva deberá 

efectuarse en forma inmediata.  

…”  



 

36. Apoya lo anterior la jurisprudencia 20/2011 de este Pleno, 

de rubro y texto siguientes.  

 

BOLETA DE INFRACCION EN BASE AL REGLAMENTO DE TRANSITO DEL 

MUNICIPIO DE ENSENADA, BAJA CALIFORNIA. ES UN ACTO DEFINITIVO 

PARA LOS EFECTOS DEL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO.  El 

art ículo 22 de la Ley del Tr ibunal de lo Contencioso Admini st rativo 

del Estado establece que son defini tivos los actos o resoluciones 

que no puedan ser revocados o modificados,  sino mediante 

recurso admini st rativo o medio de defensa previ sto por la ley que 

ri ja el acto,  o bien en e l proceso contencioso administ rativo.  De lo 

anterior se infiere que, para efectos del juicio contencioso 

admini st rativo, el  acto defini tivo es aquél que consti tuye la últ ima 

voluntad o voluntad concluyente de la autoridad porque sólo 

puede ser modificado o revocado mediante recurso admini st rativo 

o juicio.  Ahora bien,  conforme lo dispuesto por el art ículo 37 del 

Reglamento de Tránsi to del Municipio de Ensenada, Baja Cali fornia, 

la boleta de infracción l leva implíci ta la imposición de una sanción 

desde el momento en que se emite,  sin que requiera de un acto de 

autoridad posterior para que la imposición de la sanción surta 

efectos y dicha imposición sólo puede ser modificada o revocada 

mediante el recurso administ rativo previ sto en el ci tado 

reglamento.  De lo anterior se concluye que la boleta de infracción 

es un acto defini tivo para los efectos del juicio contencioso 

admini st rativo debido a que consti tuye la voluntad concluyente de 

la autoridad, en cuanto a la imposición de la sanción a cargo del 

infractor.  

 

37. De igual forma, la tesis IV.2o.A.231 A con registro 169262 del 

Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 

Cuarto Circuito, consultable en la página 1750 del 

Semanario Judicial  de la Federación y su Gaceta 

correspondiente a jul io de dos mil  ocho, tomo XXVII I, que se 

reproduce a continuación.  

 

MULTAS POR VIOLACIÓN AL REGLAMENTO DE TRÁNSITO EN 

CARRETERAS FEDERALES. SU CALIFICACIÓN PREVIA NO ES REQUISITO 

PARA LA PROCEDENCIA DEL JUICIO DE NULIDAD. El art ículo 197 del 

Reglamento de Tránsi to en Carreteras Federales establece en su 

segundo párrafo que la copia de la boleta de infracción impuesta 

por la autoridad federal de t ránsi to se le entregará al infractor 

para que se presente a la oficina que deba hacer la cal i f icación,  o 

bien, para el pago de la multa correspondiente. En esa tesi tura,  

aun cuando esta porción normativa podría sugeri r que es 

necesaria la cali ficación de la infracción como condición para 

impugnarla a t ravés del juicio de nulidad, lo cierto es que la 

conjunción disyuntiva "o" hace conclui r que dicha cali f icación no 

es un requisi to previo para la defini tividad de la multa a efecto de 

adqui ri r el  carácter de impugnable en la v ía contenciosa 

admini st rativa. Lo anterior es as í,  porque el ci tado precepto en el 

párrafo en comento prevé que la entrega de la copia de la boleta 

de infracción es también para el pago de la multa 

correspondiente, aunado a que en su tercer párrafo contempla 

que si  no se paga dentro del plazo de treinta días hábi les contados 

a part i r de la infracción,  se consignará  para su cobro a la tesorería 

estatal o a la del otrora Departamento del Di st ri to Federal,  lo que 

además se corrobora con el hecho de que en el cuarto párrafo 

establece a favor de los infractores el derecho a recurri r las multas 

dentro del plazo de quince días hábi les contados a part i r del día 

siguiente en que se le entregó la boleta de infracción. Por tanto, 



 

de la correcta interpretación del ci tado precepto se concluye que 

la cali f icación de las multas por violación al Reglamento de 

Tránsi to en Carreteras Federales no es un requisi to para la 

procedencia del juicio de nulidad, dado que la boleta consti tuye 

una manifestación ai s lada que por su naturaleza y caracter íst icas 

no requiere de un procedimiento que le anteceda para ref lejar la 

voluntad defini tiva de la administ ración pública,  porque desde que 

se impone es obligatorio el pago para el infractor y desde 

entonces t iene el derecho de impugnarla.  

 

38. El tercer concepto de agravio en estudio resulta inoperante. 

Se explica. 

 

39. Del contenido del agravio en estudio, se advierte que se 

encausa a debatir la resolución impugnada, considerando 

que la A Quo resolvió de manera desarticulada del 

contexto de la l i tis . Considerando que no acató los 

principios de exhaustividad que rige a toda resolución 

jur isdiccional.  

 

40. Resulta relevante destacar que, en la sentencia hoy 

recurrida, la entonces Sala determino la nul idad del acto 

impugnado, en razón de que la autoridad demandada no 

fundamentó su competencia material  y terr itorial .  

 

41. De la lectura del agravio en estudio, se observa que la 

recurrente no plantea argumento o razonamiento 

relacionado con dicha causal de nul idad invocada por la A 

Quo en la sentencia recurrida.  

 

42. De acuerdo con los cri terios jur isprudenciales emitidos por la 

Corte, cuando no se promueve en contra de algún 

resolutivo contenido en la sentencia impugnada, aun 

cuando cause agravio a la parte recurrente, este debe ser 

declarado firme.  Debiendo confirmarse la sentencia 

recurrida en la parte correspondiente.  

 

43. Como así  lo destaca la jur isprudencia 3ª./J.7/91, Octava 

Época, con registro digital  207035, emitida por la Tercera 

Sala del alto Tribunal, publ icada en el  Semanario Judicial 

de la Federación, Tomo VII , marzo de 1991, página 60, que 

a la letra establece:  

 
REVISION EN AMPARO. LOS RESOLUTIVOS NO COMBATIDOS DEBEN DECLARARSE 

FIRMES. Cuando algún resolutivo de la sentencia impugnada afecta a la recurrente, 

y ésta no expresa agravio en contra de las consideraciones que le sirven de base, 

dicho resolutivo debe declararse firme. Esto es, en el caso referido, no obstante que 

la materia de la revisión comprende a todos los resolutivos que afectan a la 

recurrente, deben declararse firmes aquéllos en contra de los cuales no se formuló 

agravio y dicha declaración de firmeza debe reflejarse en la parte considerativa y 

en los resolutivos debe confirmarse la sentencia recurrida en la parte 

correspondiente. 
Amparo en revisión 1818/90. Jorge Eugenio de la Torre Rodríguez. 21 de enero de 1991. Unanimidad de cuatro 

votos. Ponente: Salvador Rocha Díaz. Secretario: José Pastor Suárez Turnbull. Amparo en revisión 1815/90. 

Aurora Martínez Carrillo. 28 de enero de 1991. Unanimidad de cuatro votos. Ponente: Salvador Rocha Díaz. 

Secretario: José Pastor Suárez Turnbull. Amparo en revisión 1819/ 90. Palma Chica, S. A. de C.V. 28 de enero de 

1991. Unanimidad de cuatro votos. Ponente: Salvador Rocha Díaz. Secretario: José Pastor Suárez Turnbull. 

Amparo en revisión 1873/90. Super Servicio Taxqueña, S.A. de C.V. 28 de enero de 1991. Unanimidad de cuatro 

votos. Ponente: Salvador Rocha Díaz. Secretario: José Pastor Suárez Turnbull. Amparo en revisión 2000/90. Rosa 

Lilia Vales Banqueiro. 28 de enero de 1991. Unanimidad de cuatro votos. Ponente: Salvador Rocha Díaz. 



 

Secretario: José Pastor Suárez Turnbull. Tesis de Jurisprudencia 7/91 aprobada por la Tercera Sala de este alto 

Tribunal en sesión privada celebrada el once de febrero de mil novecientos noventa y uno. Unanimidad de cuatro 

votos de los señores ministros: Presidente Salvador Rocha Díaz, Mariano Azuela Güitrón, Sergio Hugo Chapital 

Gutiérrez y José Antonio Llanos Duarte. 

 

44. Ahora bien, al resultar f irmes los razonamientos y 

fundamentos vertidos por la A quo con relación a la fal ta 

de competencia de la autoridad demandada, resulta 

inoperante el  agravio vertido por la recurrente en el  recurso 

de revis ión objeto del presente estudio.  

 

45. Toda vez que, aun y cuando se entrara al  estudio del 

mismo, y resul tara fundado, el lo no cambiaría el  sentido de 

la resolución impugnada con relación a la falta de 

competencia de la autoridad demandada, por lo que el 

efecto de la nul idad continuaría.   

 

46. Generando así  un estudio infructuoso del agravio. De ahí lo 

inoperante del mismo.  

 

47. Apoya este criterio, la tesis XVII .1º.C.T.47K (10ª), Decima 

Época, emitida por el  Primer Tr ibunal Colegiado en Materias 

Civil  y de Trabajo del Décimo Séptimo Circuito, publ icada 

en la Gaceta del Semanario Judicial  de la Federación, Libro 

79, octubre de 2020, tomo I I I , página 1794, que a la letra 

establece:  

 
CONCEPTOS DE VIOLACIÓN INOPERANTES. LA DESESTIMACIÓN DE LOS ENCAMINADOS 

A COMBATIR UNA RAZÓN QUE POR SÍ MISMA SUSTENTA EL SENTIDO DEL ACTO 

RECLAMADO, HACE INNECESARIO EL ESTUDIO DE LOS DEMÁS. Si la autoridad 

responsable, para sustentar el sentido del acto reclamado expresó consideraciones 

esenciales en donde cada una es autónoma y suficiente para sostenerlo, con 

independencia de las otras para regir su sentido, y respecto de una de ellas los 

conceptos de violación tocantes a evidenciar su ilegalidad resultan inoperantes o 

infundados, el resto de los propuestos deben calificarse como inoperantes, al ser 

innecesario estudiarlos, en atención a que en nada variaría el sentido de la 

resolución reclamada, ya que basta que quede firme una de ellas para seguir 

sosteniendo el sentido del fallo reclamado. 
Amparo directo 140/2020. Bandil Solución, Comercialización y Consultores, S.A. de C.V. 24 de 

julio de 2020. Unanimidad de votos. Ponente: Manuel Armando Juárez Morales. Secretaria: 

Grisel Guadalupe Gómez Ponce. 

 

48. Conforme lo expuesto y fundado en el  presente fal lo, ante 

lo infundados de los conceptos de agravio identificados 

como primero y segundo, e inoperante el  concepto de 

agravio tercero, procede confirmar la sentencia dictada en 

fecha siete de junio de dos mil  veintiuno, por la entonces 

Segunda Sala de este Tr ibunal.  

 

Por lo expuesto y fundado, así  como con apoyo en lo 

dispuesto en el  artículo 94 de la Ley del Tribunal, es de 

resolver y se...  

 

R E S U E L V E:  

 

UNICO.- Se confirma la resolución de fecha siete de junio de 

dos mil  veintiuno, emitida por la entonces Segunda Sala de 

este Tr ibunal.  

 



 

NOTIFÍQUESE  mediante boletín jurisdiccional, a la parte 

actora s in que medie aviso, y a las autoridades demandas 

enviando el  aviso correspondiente. 

 

Así  lo resolvió el Pleno del Tribunal Estatal  de Justicia 

Administrativa de Baja Cal ifornia, en sesión de fecha treinta 

y uno de mayo de dos mil  veinti trés por unanimidad de 

votos de los Magistrados Carlos Rodolfo Montero Vázquez, 

Guil lermo Moreno Sada y Alberto Loaiza Martínez, siendo 

ponente el  segundo de los mencionados, mismos que firman 

ante la presencia de la Secretaria General de Acuerdos, 

Claudia Carol ina Gómez Torres, quien da fe. 
GMS/REPP/mamm*  
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“ELIMINADO: Nombre, 3 párrafo(s) con 3  renglones, en fojas 1, 5 y 6. Fundamento legal: artículos 116, de 

la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, 4, fracción XII, 80 de la Ley de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública para el Estado de Baja California, 171, párrafo primero 

y 172 del Reglamento de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el Estado de 

Baja California. La clasificación de la información como confidencial se realiza en virtud de que el 

presente documento contiene datos personales y/o datos personales sensibles, los cuales conciernen a 

una persona física identificada e identificable, por lo que no puede difundirse, publicarse o darse a 

conocer, sin el consentimiento de su titular, de conformidad con los principios de licitud, finalidad, 

lealtad, consentimiento, calidad, proporcionalidad, información y responsabilidad en el tratamiento de 

los datos personales.”  

“ELIMINADO: Numero de boleta de infracción, 2 párrafo(s) con 2  renglones, en fojas 2 y 5. Fundamento 

legal: artículos 116, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, 4, fracción XII, 

80 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el Estado de Baja California, 171, 

párrafo primero y 172 del Reglamento de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública 

para el Estado de Baja California. La clasificación de la información como confidencial se realiza en 

virtud de que el presente documento contiene datos personales y/o datos personales sensibles, los 

cuales conciernen a una persona física identificada e identificable, por lo que no puede difundirse, 

publicarse o darse a conocer, sin el consentimiento de su titular, de conformidad con los principios de 

licitud, finalidad, lealtad, consentimiento, calidad, proporcionalidad, información y responsabilidad en el 

tratamiento de los datos personales.”  



 

La suscrita Licenciada Claudia Carolina Gómez Torres, Secretaria 

General de Acuerdos del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de 

Baja California, hace constar: Que lo transcrito con anterioridad 

corresponde a una versión pública de resolución de Segunda 

Instancia dictada en el expediente 185/2020 S.S., en la que se 

suprimieron datos que se han clasificado como confidenciales, 

cubriendo el espacio correspondiente, insertando diez asteriscos, 

versión que va en doce fojas útiles.----------------------------------------------------

Lo anterior con fundamento en lo establecido por los artículos 116 de 

la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, 4, 

fracción XII, 80 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información 

Pública para el Estado de Baja California, 55 del Reglamento en 

Materia de Transparencia, Acceso a la Información Pública y 

Protección de Datos Personales del Tribunal Estatal de Justicia 

Administrativa de Baja California. Lo que se hace constar para los 

efectos legales a que haya lugar, en la ciudad de Mexicali, Baja 

California, a los trece días del mes de julio de dos mil veintitrés.------------ 


